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Aproximaciones concursales a la ley 27.802, de 

modernización laboral 

por Ángel Luis Moia 

 

1.  La ley de modernización laboral y los procesos concursales.  

 Las profundas modificaciones que la ley de modernización laboral 

ha introducido en la legislación específica, no se agotan allí. La ley 27.802 cuenta 

con algunas previsiones de innegable repercusión en el ámbito concursal.  

 En su mayoría los abordajes de la reforma se han hecho desde la 

óptica laboral, destacando el replanteo general que se ha producido de las 

relaciones de trabajo. Ahora bien, proponemos analizar algunas cuestiones que 

interpelan al funcionamiento de las soluciones concursales. Si bien no se ha 

modificado la ley concursal, resulta innegable que el tratamiento de los créditos 

laborales en los procesos derivados de la insolvencia deberán adecuarse a las 

nuevas reglas.  

 La interrelación entre las normas concursales y las laborales deriva 

de la intrínseca relación que existe entre la empresa y trabajo. Es que, sin 

empresa no hay trabajo y sin trabajo no hay empresa, en un contexto de justicia. 

Como lo explican Junyent Bas y Flores “en la base del derecho ha estado 

siempre la justicia, como directriz que permite una adecuada composición 

patrimonial, superando cualquier alternativa individualista. El replanteo de la 

empresa sigue siendo una materia pendiente para los juristas, con el objeto de 

superar viejos esquemas de la relación trabajo-capital y trascender el clásico e 

histórico enfrentamiento entre sus agentes. En esta perspectiva, el trabajador 

tiene un nuevo rol. Como integrante de la empresa no puede ser considerado 

como un tercero ajeno a su suerte, o sea, un simple acreedor, por privilegiado 

que sea su crédito. El trabajador ha aprendido que el mantenimiento de la fuente 

de trabajo es un punto que le atañe directamente. Por ello, también debe sumar 

su esfuerzo al saneamiento empresario, sin que ello implique el menoscabo de 
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sus derechos, sino por el contrario, el reconocimiento de un rol más maduro y 

protagónico”182 

 Una nota particular que califica a la aplicación de estas 

modificaciones es el fuerte cuestionamiento a su constitucionalidad.  

 En el presente hemos escogido dos aspectos gravitantes de la ley 

de modernización laboral para reflexionar sobre su inserción en el devenir del 

proceso concursal. Naturalmente, se trata de respuestas provisorias, abiertas al 

debate que su implementación ha provocado.  

 

2. Una regla: la prohibición de actualizar los créditos.  

 A comienzos de la década del 90 la economía nacional vivió una 

revolución con el saneamiento de la fuerte inflación que asoló el final del gobierno 

de Raúl Alfonsín y el comienzo del de Carlos Menem. El eje de tal situación fue 

la denominada Ley de convertibilidad (23.928), que redefinió el funcionamiento 

del régimen monetario. 

 El eje del sistema era la paridad legal del peso con el dólar 

estadounidense, así como el establecimiento de la obligación del Banco Central 

de acompañarla con el equilibrio de la cantidad de moneda nacional y de estas 

divisas. A su vez, se reformó el código civil a fin de establecer un rígido 

nominalismo monetario y se fijó como pauta inconmovible la prohibición absoluta 

de actualizar, repotenciar o indexar las deudas.  

 Sobre estos pilares se sostuvo la estabilidad de la economía 

argentina por más de una década. La cristalización del capital resultaba 

admisible, ante la indiferencia que existía en cuanto a una inflación 

prácticamente inexistente.  

 La vigencia de la convertibilidad fue un valor que signó las 

sucesivas campañas electorales. Aún ante una aguda crisis, los candidatos de 

todas las fuerzas en 1.999 se embanderaron con su preservación.  

 
182 JUNYENT BAS, FRANCISCO y FLORES, FERNANDO M; Las relaciones laborales ante el 
concurso y la quiebra, Buenos Aires, Ábaco, 2.004, pág. 100 
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 Esta promesa duró sólo dos años. A fines del 2.001, con un 

estallido económico y social, el sistema económico se redefinió derogando 

parcialmente esta ley. Sólo se quitaron los artículos que instrumentaban la 

paridad cambiaria. De hecho, la ley de convertibilidad subsiste en unos pocos 

artículos.  

 El art. 7 dispone que “El deudor de una obligación de dar una suma 

determinada de pesos cumple su obligación dando el día de su vencimiento la 

cantidad nominalmente expresada. En ningún caso se admitirá actualización 

monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de 

deudas, cualquiera fuere su causa, haya o no mora del deudor, con las 

salvedades previstas en la presente ley. Quedan derogadas las disposiciones 

legales y reglamentarias y serán inaplicables las disposiciones contractuales o 

convencionales que contravinieren lo aquí dispuesto.” 

 El art. 10 reafirma la prohibición de actualizar los créditos al 

establecer que “Mantiénense derogadas, con efecto a partir del 1° de abril de 

1991, todas las normas legales o reglamentarias que establecen o autorizan la 

indexación por precios, actualización monetaria, variación de costos o cualquier 

otra forma de repotenciación de las deudas, impuestos, precios o tarifas de los 

bienes, obras o servicios. Esta derogación se aplicará aun a los efectos de las 

relaciones y situaciones jurídicas existentes, no pudiendo aplicarse ni esgrimirse 

ninguna cláusula legal, reglamentaria, contractual o convencional —inclusive 

convenios colectivos de trabajo— de fecha anterior, como causa de ajuste en las 

sumas de pesos que corresponda pagar. La indicada derogación no comprende 

a los estados contables, respecto de los cuales continuará siendo de aplicación 

lo dispuesto en el artículo 62 in fine de la Ley General de Sociedades 19.550 (t.o. 

1984) y sus modificatorias.” 

 Como puede verse, la rigidez del nominalismo monetario subsistió 

al quiebre del 2.001, sólo que el escenario ya no era de nominalismo sin inflación, 

sino de nominalismo con inflación. Inflación que en muchos casos superó los 

estándares razonables, como se dio a fines del año 2.023. 

 Según los datos del INDEC, en diciembre de 2.023 se registró una 

inflación del 25,5%, lo que arrojaba un índice anual del 211,4%.  
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 En concreto esto significaba que el paso del tiempo envilecía los 

créditos. Al afectarse significativamente la entidad del capital, la tasa de interés 

resultaba estéril para equilibrar esta desnaturalización.  

 En particular los créditos litigiosos o comprendidos en un proceso 

concursal se veían especialmente perjudicados. El tiempo que insumía su 

reconocimiento o su pago según las reglas falenciales contribuía a su paulatina 

disminución. 

 

3. El decreto 70/23  

 Desde el año 2.001 fueron escasos los supuestos en los que el 

legislador estableció una excepción a la prohibición de actualizar las deudas. 

Bajo el concepto de que se trataba de una herramienta esencial en la 

estabilización de la economía nacional, sólo se admitió la actualización en 

algunos créditos (ley 27.271), para la emisión de algunos títulos de deuda, y más 

recientemente para los contratos de locación. 

 A lo largo de casi veinticinco años, los créditos laborales quedaron 

sometidos legalmente al nominalismo previsto por la parte sobreviviente de la ley 

de convertibilidad.  

 En reiteradas ocasiones la jurisprudencia intentó paliar esta 

situación. Ya sea por la declaración de inconstitucionalidad de la ley de 

convertibilidad, o por la potenciación de las tasas de interés, los tribunales del 

trabajo intentaron mejorar la situación de los créditos laborales.  

 El tema fue materia de regulación del D.N.U. 70/23, denominado 

Bases para la reconstrucción de la economía argentina.  

 En el capítulo correspondiente a las modificaciones propuestas a la 

Ley de contrato de trabajo se preveía redefinir la situación de las acreencias 

laborales.  

 El art. 84 preveía una reforma al art. 276 LCT. Como principio se 

disponía que ante la depreciación monetaria los créditos provenientes de las 

relaciones individuales de trabajo serían actualizados y devengarían intereses.  
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 La repotenciación del capital y la aplicación de intereses tenía un 

máximo. Según el decreto, la suma que resulte de dicha actualización y/o 

repotenciación y/o aplicación de intereses en ningún caso podrá ser superior a 

la que resulte de calcular el capital histórico actualizado por el Índice de Precios 

al Consumidor (IPC) con más una tasa de interés pura del 3% anual. 

 Esta adecuación  era aplicable de oficio por el magistrado o a 

pedido de parte interesada. Expresamente se consignaba que la disposición era 

de orden público, es decir resultaba irrenunciable y aplicable tanto con el deudor 

in bonis o en concurso. En otras palabras, en cualquier escenario, aún ante la 

insolvencia del empleador, el crédito resultaba tutelado especialmente.  

 La norma fue blanco de críticas semejantes a las que se plantearon 

con respecto a la ley de modernización laboral. Se cuestionó esencialmente la 

naturaleza de la norma y se objetó como vicio patente el no verificarse los 

supuestos excepcionales que habilitan  el dictado de un decreto de necesidad y 

urgencia (art. 99 inc. 3 C.N.). 

 La C.G.T. planteó la inconstitucionalidad de la norma, pidiendo su 

suspensión cautelar. La justicia del trabajo de la capital concedió la cautelar 

peticionada, lo que fue confirmado por la cámara respectiva. Al día de hoy, la 

controversia se encuentra a despacho de la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación183. 

 En suma, desde hace dos años los créditos laborales quedaron 

estancados con respecto a la inflación. 

 

4. La Ley de modernización laboral y la actualización de los 

créditos.  

 Al entrar en vigencia la reforma propuesta por el gobierno la 

situación de los créditos laborales cambió sustantivamente.  

 En la misma línea de las previsiones del D.N.U. 70/23 se consagra 

una excepción expresa a la prohibición general de repotenciar los créditos, 

 
183 CNAT, sala de feria, 3.1.24; Confederación General del Trabajo de la República Argentina c/ 
Poder Ejecutivo Nacional s/incidente 
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reproduciendo con una técnica legislativa cuestionable, la solución de aquella 

norma. La objeción que justificó la suspensión cautelar del capítulo referido a las 

relaciones de trabajo, deviene ahora abstracta.  

 La ley de modernización laboral introduce soluciones similares, 

superando aquellos cuestionamientos. Nos detendremos en dos aspectos de la 

reforma: la previsión sobre la actualización de los créditos laborales y la 

modalización de su pago según las condiciones del deudor.  

 

a) El criterio general de actualización.  

 El art. 54 de la ley 27.802 sustituye el art. 276 de la LCT. Allí se 

admite la actualización según el Índice de precios al consumidor, nivel general, 

del INDEC. A ese capital recompuesto se le adicionará un interés del 3 % anual 

desde que la suma fue debida y hasta su efectivo pago.  

 Permitida la repotenciación del capital, la tasa de interés empleada 

no puede ser ninguna de las habitualmente usadas en el mercado. 

Conceptualmente la situación resulta incompatible tanto con la tasa activa como 

la pasiva, dado que ambas contienen un componente de escorias inflacionarias.  

 La indexación habilitada genera una modificación sustancial de la 

dinámica de los procesos concursales. La condición de orden público del instituto 

impide su disminución convencional por medio de la propuesta a ofrecer, si 

existieran acreencias laborales quirografarias. Cuestión distinta es que se 

ofrezca su mejora, lo que no afectaría el orden público y resultaría acorde con la 

consideración de la situación más favorable al trabajador.  

 La volubilidad de los créditos laborales, en tanto resulten 

comprendidos en el universo de la propuesta concursal, presenta un problema 

al momento de considerar su incidencia en la base de cálculo general. Sin 

perjuicio de que continúe la actualización, consideramos que debe cristalizarse 

su consideración en un momento determinado que permita contar con una base 

cierta de cálculo para computar las mayorías que requiere la propuesta para ser 

homologada (art. 45 LCQ) 
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 Naturalmente, si la cuestión no estuviera prevista en la propuesta, 

resulta indudable su aplicación en la liquidación de los créditos. De este modo a 

lo largo del trámite, así como continúan devengándose los intereses moratorios, 

el capital continuará recomponiéndose periódicamente, tanto durante el 

concurso preventivo, como en la eventual etapa de cumplimento.  

 Misma solución se aplica a los créditos privilegiados de origen 

laboral. Sin perjuicio de que no puedan ser reclamados a lo largo del concurso, 

una vez homologado el acuerdo (arg. art. 57 LCQ) recuperan la posibilidad de 

su reclamo judicial, y deben ser liquidados de acuerdo con estas reglas. A su 

vez, resultaría aplicable al supuesto, la modalización que se establece en el 

artículo siguiente de la LCT.  

 En el escenario de la quiebra, se da igual expansión del capital, 

sobre el que se devengarán secuencialmente los intereses. De modo que habrá 

que recalcular el crédito en ocasión de presentar el proyecto de distribución final 

(arg. art. 218 LCQ). En caso de existir distribuciones complementarias (art. 222 

LCQ), igualmente habrá de adecuarse la entidad del crédito.  

 También debe considerarse el acrecentamiento de los créditos a 

los fines de evaluar la eventual conclusión por pago total (art. 228 LCQ) y por 

avenimiento (art. 225 LCQ).  

 Puede mencionarse como antecedente de esta consideración el 

art. 1 de la ley 21.488184, que disponía que “en los concursos civiles y quiebras, 

aún abiertos con anterioridad a la sanción de la presente ley, una vez satisfechos 

los créditos en la forma prevista en la primera parte del artículo Nro. 228 de la 

ley 19.551, si hubiere remanente, se aplicará al pago de: a. Las sumas que 

resulten de calcular la incidencia de la depreciación monetaria sobre los créditos 

verificados, regulados o reconocidos en juicio. Una vez satisfechas las 

cantidades anteriores, los intereses suspendidos por el concurso, calculados 

sobre los créditos actualizados.” 

 
184 B.O. 11.1.77  
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 Viejas herramientas de la economía inflacionaria que sirven de 

punto de partida para dar respuesta a estos interrogantes185.  

 

b) La situación particular de los créditos litigiosos.  

 La nueva ley avanza más allá de  la propuesta que hacía el decreto 

suspendido.  

 El art. 55 de la ley distingue la actualización de los créditos 

laborales litigiosos. El concepto empleado resulta amplio ya que comprende a 

los procesos en los que se haya planteado un recurso de queja, que por 

definición de la generalidad de los códigos procesales, carece de efecto 

suspensivo. De este modo, se amplía el margen de protección a los trabajadores 

mientras exista debate en el proceso, aún si es contingente.  

 Pendiente el proceso, el crédito devengará intereses moratorios 

ajustados a la tasa pasiva determinada por el Banco Central. Se establece un 

límite a esta actualización ya que no puede superar la suma resultante de la 

aplicación del Índice de precios al consumidor generado por el INDEC con más 

una tasa de interés del 3% anual.  A su vez, el valor resultante no podrá ser 

inferior al 67% del cálculo obtenido al aplicar las pautas de cálculo antes 

señaladas.  

 Esta modalidad de liquidación se reconoce como de orden público, 

aplicable oficiosamente por los magistrados o por la autoridad administrativa, de 

oficio o a petición de parte. Se aclara que este recálculo es aplicable también en 

el concurso o la quiebra del empleador.  

 Señalamos inicialmente algún reparo en cuanto a la técnica 

legislativa empleada en la regulación del tema. Esta norma, referida a los 

créditos litigiosos no integra el texto ordenado de la L.C.T., como sí lo hace el 

criterio general de actualización. En lugar de ello, ha quedado confinado como 

 
185  Al presentar su clásica obra sobre la materia indexatoria, indicaba Adolfo Rouillòn “Los 
argentinos convivimos con el fenómeno inflacionario desde hace décadas. Ello ha determinado 
la creación de un verdadero derecho indexatorio, integrado por reglas legales y judiciales. El 
derecho concursal, tan dinámico en muchos aspectos, ha llegado tarde a elaborar reglas 
adecuadas para el fenómeno de la depreciación monetaria” ROUILLÓN, ADOLFO A.N.; 
Indexación concursal, Buenos Aires, Astrea; 1.989, pág. IX 
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uno de los pocos artículos independiente de la ley 27.802. Mientras la mayor 

parte de su contenido se proyecta como modificatorio o derogatorio de otras 

leyes, este artículo permanece aislado. 

 

c) El cuestionamiento constitucional. 

 Del relevamiento de las repercusiones jurisprudenciales de la 

reforma en su breve tiempo de vigencia podemos afirmar que esta última 

disposición ha sido la más cuestionada en cuanto a su constitucionalidad.  

 Tempranamente los tribunales del trabajo de la provincia de 

Córdoba descalificaron oficiosamente la distinción en el tratamiento de los 

créditos laborales186.  

 Aún cuestionando la fijación de la tasa de referencia del 3% anual, 

el tribunal consideró que el establecimiento de dos formas distintas de cuantificar 

el crédito, a partir de su judicialización, resultaba lesivo del principio 

constitucional de igualdad. Refiriéndose particularmente a las consecuencias 

concursales de la aplicación de estas tasas se dijo que “ante esos supuestos, 

intereses y capital corren suerte ciertamente dispar a  la luz de los arts. 19 y 129 

de la ley 24.522. Ni el concurso preventivo ni la quiebra han sido ideados para 

licuar deudas, aunque esos sean los efectos actuales si la compensación de la 

pérdida del valor adquisitivo se centra solamente en tasas de interés” 

 La sala I de la cámara laboral de la Capital una semana después 

llegó a similares conclusiones187. 

 En prieta síntesis se sostuvo que la diferenciación en el trato no 

supera el examen de constitucionalidad por vulnerar los derechos de propiedad 

privada del trabajador acreedor, el principio de igualdad y el de peticionar ante 

las autoridades. Esto último, en tanto el criterio de distinción estaría penalizando 

el ejercicio del derecho a peticionar ante las autoridades con una disminución 

patrimonial. En palabras del Vocal Catani “el art. 55 somete a un régimen menos 

 
186 CTCba., sala 1, 10.3.26; Urbano, Mario Alejandro Ceferino c/ A. Giacomelli S.A. s/ ordinario 
– despdio, Expte. 3304774. En igual sentido TTLP n°3, 13.3.26; Martín, Martín Hernán c/ Costa, 
Daniel O. y otra s/ despido, Expte. 45.418 
187CNAT, sala I, 17.3.26, Mendiguren, Maximiliano Hernán c/ Lavadero Torino S.A.s/despido, 
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favorable a quienes recurrieron al Poder Judicial para obtener tutela. En otras 

palabras, el ejercicio del derecho de acción se convierte en el presupuesto de 

una disminución patrimonial que no pesa sobre quien no litigó” 

 En contrapartida, la sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones 

del Trabajo188, por mayoría, consideró que no resultaba adecuado declarar de 

oficio la inconstitucionalidad del nuevo régimen.  

 Como puede verse, la cuestión está lejos de ser pacífica y augura 

un prolongado y continuado debate que deberá ser zanjado por la Corte 

Nacional.   

  

5. El pago en cuotas de los créditos por indemnizaciones 

laborales.  

 Un segundo tema a tratar es la modalización del cumplimiento de 

las sentencias condenatorias en procesos laborales. Al tratarse de 

consecuencias de las relaciones jurídicas preexistentes, la reforma alcanza a los 

reclamos de pago que se realicen bajo la vigencia de la reforma. 

 La modalización189 de las condenas, no es una herramienta extraña 

a la legislación general. En el rediseño de las instituciones tradicionales del 

derecho de las obligaciones, el código común vigente prevé la facultad judicial 

de secuenciar el pago de las condenas en cuotas.  

 Al regular el pago a mejor fortuna, el art. 890 C.C. y C. reconoce la 

facultad judicial, sin establecer condiciones específicas para cada cuota.  

 En su nueva redacción el art. 277 LCT establece la posibilidad de 

que las condenas sean abonadas en cuotas mensuales, según la envergadura 

del deudor.  

 En el caso de las “grandes empresas”, como las denomina la 

reforma, el pago puede realizarse en un máximo de seis cuotas, ajustadas según 

 
188 CNAT, sala II, 19.3.26; Ferrero, Gabriel Darío c/ Mil Colección SRL y otros s/ despido. En el 
caso la disidencia fue de la Vocal García Vior, con una fuerte argumentación contra la validez de 
la normativa en grado de evidencia, lo que justificaba la declaración de la inconstitucionalidad de 
oficio.  
189  Tomamos este concepto siguiendo la tesis de EVANS, GUILLERMO F.; Reparación 
“modalizada” del daño. Articulo 163 inc. 7, CPCN, Santa Fe, Rubinzal Culzoni, 2.001 
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lo establecido por el artículo 276 LCT. Es decir, repotenciando el capital según 

el Índice de Precios al Consumidor  elaborado por el INDEC con más una tasa 

de interés del 3% anual.  

 Para las “Micro, Pequeñas y Medianas Empresas”, el pago puede 

extenderse hasta 12 cuotas mensuales y consecutivos. Si bien la norma no 

consigna la misma salvedad que en el caso de las grandes empresas en cuanto 

a la actualización, resulta lógico que se aplique idéntica solución. Más allá de la 

indicación legislativa, la vigencia del art. 276 LCT  establece un tratamiento para 

los créditos derivados de las relaciones individuales de trabajo, que no distingue 

la situación o la condición del deudor. De ahí que deba entenderse que las cuotas 

a pagar, aún por estos deudores, deban ser actualizadas en iguales condiciones 

que las de la gran empresa, o más simplemente, por aplicación de la normativa 

vigente.  

  

 a) La situación de los créditos laborales privilegiados y su pago en 

el concurso homologado. 

 Desde esta perspectiva, reconocida la acreencia del trabajador, la 

situación del pago queda sujeta a la suerte del proceso. En nuestra legislación, 

la mayor parte de los rubros que la integran son calificados con un doble 

privilegio (arg. Arts. 241 inc. 2 y 246 inc. 1 LCQ). Según la extensión reconocida 

a los privilegios (art. 242 LCQ), puede existir una parte de tipo quirografario.  

 Estos últimos rubros, quedan comprendidos en los términos del 

acuerdo (arg. Art. 55 LCQ), novándose. Resultan novados y pasan a integrar el 

cúmulo de nuevas obligaciones de linaje comercial originados en el mismo 

acuerdo.  

 Distinta es la suerte de los créditos amparados por un privilegio, 

ajenos al acuerdo. En la legislación previa a la ley 24.522 resultaba equívoco el 

momento en que recuperaban su exigibilidad190. Según la ley vigente, la solución 

más clara.  

 
190PRONO, RICARDO S.; Oportunidad para el cobro de los créditos privilegiados en los procesos 
concursales, LL 1979-C-941 
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 El art. 57 LCQ resuelve la cuestión con claridad. Luego de 

contemplar la posibilidad de vicisitudes del acuerdo que se les pudiera ofrecer a 

este tipo de acreedores, se fija como hito a la homologación del acuerdo. Así, se 

establece que “los acreedores privilegiados que no estuviesen comprendidos en 

el acuerdo preventivo podrán ejecutar la sentencia de verificación  ante el juez 

que corresponda, de acuerdo a la naturaleza de sus créditos” 

 Adicionalmente, la parte final prevé la posibilidad de que estos 

acreedores puedan instar la declaración de quiebra en los términos del art. 80, 

segundo párrafo, LCQ. Esta remisión refiere a la condiciones en que un acreedor 

privilegiado puede pedir la declaración de quiebra del deudor, con la ventaja para 

los acreedores laborales de no exigírsele la acreditación de la insuficiencia del 

privilegio que ostenta.  

 

b) La aplicabilidad de las nuevas reglas. 

 La reforma de la legislación laboral tiene directas consecuencias en 

la dinámica de la solución prevista por la ley concursal.  

 El art. 57 LCQ pone de relieve que los créditos laborales 

privilegiados resultan ajenos a los términos y efectos del acuerdo negociado con 

los acreedores quirografarios.  

 Esta ajenidad tiene una serie de proyecciones en la articulación de 

las normas en análisis. Queda claro que al no estar alcanzados por este modo 

extintivo de las obligaciones, estas conservan su linaje originario, aún después 

de la homologación del acuerdo.  

 Corrobora esta afirmación la indicación de que estos acreedores 

pueden realizar su crédito, según los términos de la verificación, ante el juez que 

corresponda “de acuerdo con la naturaleza del crédito”. Queda claro así que las 

acreencias laborales conservan su naturaleza y deben reclamar el cobro ante el 

fuero específico, según las reglas propias de esta rama especial.  

 Ante la redefinición de las condiciones del pago de las condenas 

laborales, resulta claro que el reclamo a realizar queda sometido a ellas. El 

deudor puede ofrecer su pago en cuotas, según sus condiciones.  
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 La aplicación de esta modalización repercute también en la 

posibilidad de petición de la quiebra del deudor.  

 Al distribuirse la obligación en cuotas sucesivas, su exigibilidad se 

encuentra fragmentada. Esto condiciona la solución del art. 57 último párrafo 

LCQ. Más allá de la remisión expresa al segundo párrafo del art. 80, en su 

comienzo la norma establece como requisito la exigibilidad del crédito por el que 

se insta la declaración de falencia.  

 En tanto la reforma faculta al deudor a fraccionar el pago, la 

exigibilidad resulta igualmente diferida a cada mensualidad.  

 

c) Los tempranos cuestionamientos sobre la validez de la norma. 

 Apenas entrada en vigencia la reforma, la división de la condena 

en cuotas ya ha sido descalificada en su constitucionalidad.  

 La sala 7° de la Cámara del Trabajo de la ciudad de Córdoba 

declaró de oficio  su inconstitucionalidad el 17 de marzo pasado191.  

 Al resolver una aclaratoria planteada por la condenada en tanto se 

había omitido considerar la nueva posibilidad del pago en cuotas la deuda, la 

alzada consideró que la norma, si bien aplicable al caso, resultaba 

inconstitucional.  

 Con citas de precedentes la Corte Nacional se concluyó que el 

fraccionamiento del crédito laboral, por su misma condición de tipo alimentario, 

resulta “irrazonable, contrario al principio protectorio constitucional de 

condiciones dignas y equitativas de labor (art. 14 bis) del derecho de propiedad 

(art. 17) y el principio de no regresión normativa (art. 75 inc. 23) y de 

progresividad  (art. 2,1, PIDESC, art. 75 inc. 22) al revelar  un notorio grado de 

insuficiencia para lograr una reparación justa al trabajador.”. En la misma línea 

se consideró que la posibilidad de distribuir el pago en cuotas resultaba 

contradictorio con la especial consideración constitucional que se le reconoce al 

 
191CTCba, sala 7, 17.3.26, Ceballos, Gabriel Axel c/ Iris Energía S.A.S. s/ ordinario-despido, 
Expte. 13586267 
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trabajador, generando una desigualdad con el resto de los acreedores en la 

legislación vigente.  

 En otras palabras, “se puede concluir que la dilación en el tiempo 

del cumplimiento del pago de indemnizaciones, por la naturaleza que detentan, 

enerva los dispositivos legales supra alegados”. En función de la realidad 

económica imperante, se dijo que “las condiciones económicas y reglas de la 

experiencia nos hacen vislumbrar de manera evidente la existencia de un 

desfasaje que atenta contra el crédito alimentario del trabajador y es contrario a 

los propios fines y propósitos de la ley, lo que sin lugar a dudas violenta la 

protección establecida en el art. 14 bis de la CN. También se ve violentado el 

derecho de propiedad del trabajador...puesto que la indemnización calculada en 

función de los montos establecidos al momento de su sanción , resulta desfasada 

si se dilata temporariamente su compensación mediante cuotas, a la luz de la 

realidad económica en la que vivimos...En todo este marco no se vislumbra una 

sola razón atendible para justificar la modalidad prevista en la norma en cuestión, 

ya que con ello se imposibilita garantizar el cumplimiento oportuno de una 

sentencia firme pasada en autoridad de cosa juzgada, desvirtuando la naturaleza 

de la indemnización laboral…” 

 Como puede verse, se trata de una cuestión controversial que 

suscitará diversos pronunciamientos judiciales en todo el país. Ante la vigencia 

de la reforma, más allá de puntuales decisiones de inconstitucionalidad, la 

situación de estos créditos deberá resolverse según su aplicación en el caso 

concreto.  

 

6. Conclusiones 

 La compleja naturaleza de la empresa conjuga normas de distintas 

ramas del derecho. Así, las profundas reformas que se han planteado en el 

campo del derecho del trabajo deben ser analizadas desde la óptica comercial, 

midiendo sus proyecciones.  

 La ley de modernización laboral representa un importante cambio 

en el tratamiento de las acreencias laborales, en particular en el escenario de la 

insolvencia de la empleadora. La excepción establecida para estos créditos con 
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respecto a la prohibición de indexar las deudas, así como la posibilidad de su 

pago fraccionado en cuotas replantean las soluciones usuales previstas en la ley 

concursal.  

 Si bien la reforma no cuenta aún con un mes de vigencia, ha 

suscitado un fuerte debate sobre su validez. El planteo reedita la tensión entre 

los fueros que deben resolver las controversias que involucran al trabajador. A 

su vez, el trato dispar que la ley les da según se haya planteado un reclamo 

judicial o no. 

 La realidad económica del país también resulta un dato que califica 

la situación a considera, desafiando a las resoluciones judiciales.  

 Así como se han pronunciado tribunales laborales de modo 

inmediato sobre las soluciones legales vigentes, resta aún esperar las decisiones 

de los tribunales concursales sobre la aplicación de las nuevas reglas. Sirvan 

estas líneas entonces como una propuesta de reflexión provisoria, sujeta al 

replanteo del devenir nacional.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


